Buenos Aires, 18 de julio de 2014.

VISTO Y CONSIDERANDO:

I.- Que a través de la Disposición D.N.C.I Nº 13- 2013, el Subsecretario de Comercio Interior impuso a la razón social DIC PROPIEDADES S.A una multa de $ 70.000 (pesos setenta mil) por infracción a los artículos 2º y 8º de la Resolución Nº 7/02, reglamentaria de la Ley Nº 22.802 (v. fs. 58/65). En dicha decisión, el organismo interviniente indicó que en la publicidad obrante a fojas 2 se consignaron las frases ".DIC Exclusivos Destacados ALBARELLOS 2600-MARTINEZ. U$S 420.000 AMADOR 2400-OLIVOS. U$S 320.000. S. DEL ESTERO 900- MARTINEZ. U$S 300.000.", sin indicar el precio de contado en dinero en efectivo expresado en moneda de curso legal y forzoso de la República Argentina que debía abonar el consumidor final, como así tampoco la razón social del oferente y su domicilio en el país. Como fundamento de la multa aplicada, expresó que el artículo 2º de la Resolución S.C.D y D.C Nº 7/02 establecía: "Quienes ofrezcan bienes muebles o servicios a consumidores finales deberán indicar el precio expresado en moneda de curso legal y forzoso en la República Argentina -Pesos-El mismo deberá ser el de contado en dinero en efectivo, y corresponderá al importe total que efectivamente deba abonar el consumidor final. En los casos en que se ofrezcan directamente al público bienes muebles o servicios en moneda extranjera, se podrá exhibir su precio en dicha moneda, en caracteres menos relevantes que los correspondientes a la respectiva indicación en PESOS." También, señaló que el artículo 8º de dicha resolución disponía:"Cuando se publiciten voluntariamente precios de bienes, muebles o inmuebles, o servicios por cualquier medio (.), deberá hacerse de acuerdo con lo establecido en los Artículos 2º, 3º y 4º de la presente Resolución especificando además junto al bien publicitado, la marca, el modelo, tipo o medida y país de origen del bien, precisando la ubicación y alcance de los servicios cuando corresponda, como así también la razón social del oferente y su domicilio en el país, o la indicación expresa de tal circunstancia cuando no lo hubiere". Por último, a los efectos de graduar la cuantía de la sanción, el Subsecretario de Comercio Interior tomó en consideración el informe del registro de antecedentes, la posición de la infractora en el mercado, la actividad que desarrollaba, el medio masivo de comunicación utilizado para publicar el aviso (Diario Clarín), su tamaño, color y tipografías, como así también el carácter ejemplar y disuasivo de la medida sancionatoria atento a que no sólo se trataba de condenar al que violaba la ley sino de proteger el derecho concreto de los usuarios.

II.- Que a fojas 68/71 la sociedad sancionada interpuso recurso de apelación contra la mentada disposición. En su escrito de apelación, sostuvo que la exhibición del precio en dólares constituía una conducta aceptada por el mercado inmobiliario, lo cual había sido convalidado por la jurisprudencia de esta Cámara en los autos "Achaval Cornejo y Cía. S.A c/ DNCI DISP. 11/09 (Expte. S01:127573/07)". Agregó que la circunstancia de que en la publicidad en cuestión se indicó el precio total por cada unidad, identificándolas con su ubicación, cantidad de ambientes, superficie, características especiales y fotos del color del frente de cada una, impedía que el consumidor pudiese sentirse engañado o inducido a error. Alegó que, por la naturaleza de los bienes publicitados, éstos se diferenciaban de otros tipos de bienes y servicios y se regían por conductas propias del mercado que eran aceptadas consuetudinariamente.A continuación, acerca de la omisión en indicar la razón social y el domicilio en el país de su representada, expresó que de la publicidad objeto de la sanción se desprendía que su mandante había consignado su nombre en forma completa, exponiendo y haciendo saber la totalidad de los datos de contacto, permitiendo de este modo que las autoridades de aplicación y los consumidores realizaran la fiscalización y el control pertinente. En efecto, alegó que ello brindaba la información adecuada, completa y veraz en la relación de consumo, en los términos de la Resolución Nº 7/2002. Asimismo, afirmó que la empresa brindó su nombre completo que era similar a la razón social, el domicilio exacto de la totalidad de las sucursales y de la sede social y los números telefónicos de contacto. Por último, en relación con el monto de la sanción aplicada, sostuvo que resultaba excesiva y desproporcionado. Ello, en virtud de que su representada nunca había sido sancionada o apercibida por ninguna falta, sin perjuicio de que la única multa que se le pretendía imputar aún no se encontraba firme. Por otro lado, destacó que la resolución recurrida no expresó en forma clara y precisa cuáles fueron los perjuicios sociales sufridos por el grupo de consumidores, como así tampoco el parámetro de cálculo utilizado para llegar a determinar el monto de la sanción. Agregó que no se tuvieron en cuenta las dificultades económicas en que se encontraba el mercado inmobiliario y más específicamente su mandante.

III.- Que siendo formalmente admisible el recurso incoado (v. dictamen del Sr. Fiscal General Subrogante de fs. 90), a fojas 91 se confirió el traslado pertinente a la demandada.A fojas 97/112 fue contestado por el Estado Nacional (Ministerio de Economía y Finanzas Públicas). En su presentación, alegó que los argumentos efectuados por la recurrente debían ser desestimados por no constituir una crítica concreta y razonada de la disposición apelada, ya que sólo realizó una serie de manifestaciones que traducían una mera discrepancia con el criterio de la administración. Respaldó estos fundamentos con jurisprudencia y doctrina aplicable al caso. En subsidio, contestó el traslado conferido. Luego de reseñar los hechos acaecidos, sostuvo que la sancionada no logró desvirtuar la falta de indicación en la publicidad del precio total en efectivo en moneda nacional, como así tampoco la razón social y el domicilio. En lo relativo a la graduación de la multa, afirmó que no era necesario que existiese un daño concreto a los consumidores para que la autoridad de aplicación procediera a sancionar a la recurrente sino que bastaba con el mero incumplimiento de la Ley Nº 22.802. Por último, agregó que la sanción aplicada fue impuesta respetando los montos previstos en la Ley Nº 22.802 y sus modificatorias y demás parámetros tales como: la actividad desarrollada por la firma sancionada, su grado de responsabilidad en la infracción y el carácter ejemplificador de las multas del derecho penal económico.

IV.- Que en este estado de las actuaciones, corresponde examinar la presentación recursiva de la actora. Ello, toda vez que -no obstante la objeción de la demandada- el escrito de la apelante satisface adecuadamente los requisitos del artículo 265 del CPCCN, en orden a la crítica concreta y razonada del decisorio recurrido, indicando los aspectos que, a criterio de la impugnante, resultan errados. IV.1.- En primer lugar, es dable señalar que el artículo 2º de la Resolución Nº 7/2002 dictada por la ex Secretaría de la Competencia, la Desregulación y la Defensa del Consumidor, reglamentaria de la Ley Nº 22.802, establece:"Quienes ofrezcan bienes muebles o servicios a consumidores finales deberán indicar su precio expresado en moneda de curso legal y forzoso en la REPUBLICA ARGENTINA -Pesos-. El mismo deberá ser el de contado en dinero efectivo y corresponderá al importe total que deba abonar el consumidor final.". Asimismo, prescribe: "En los casos en que se ofrezcan directamente al público bienes muebles o servicios en moneda extranjera, se podrá exhibir su precio en dicha moneda, en caracteres menos relevantes que los correspondientes a la respectiva indicación en Pesos". Por su parte, el artículo 8º dispone: "Cuando se publiciten voluntariamente precios de bienes, muebles o inmuebles, o servicios, por cualquier medio (gráfico, radial, televisivo, cinematográfico, internet u otros), deberá hacerse de acuerdo con lo establecido en los artículos 2º, 3º, y 4º de la presente resolución, especificando además junto al bien publicitado, la marca, el modelo, tipo o medida y país de origen del bien, debiendo precisar, en cada pieza publicitaria, la ubicación y el alcance de los servicios cuando corresponda, como así también la razón social del oferente y su domicilio en el país, o la indicación expresa de tal circunstancia cuando no la hubiere". Cabe recordar que la Ley de Lealtad Comercial "[r]egula materias cuya protección interesa al Estado Nacional en beneficio de todos los habitantes, esto es, la defensa de la buena fe en el ejercicio del comercio y la protección de los consumidores para que puedan acceder a una información fidedigna sobre los elementos que han de adquirir (conf. Fallos 324:1276, dictamen del Sr.Procurador Fiscal al que se remitió la Corte Suprema). En sentido concordante, esta Sala ha expresado que dicha ley y su reglamentación tienen como objetivo evitar que los consumidores, mediante indicaciones poco claras y engañosas, sean inducidos a error o falsedad en la adquisición de productos, mercaderías, o en la contratación de servicios protegiéndose, de este modo, el derecho de aquéllos a una información adecuada, completa y veraz, con relación al consumo (in rebus "Chacras Urbanas La Magdalena SA c/ DNCI- Disp. 441/10- Expte 379702/08-", sentencia del 22/12/2010 y "Ferrero Argentina SA c/DNCI- Disp. 206/09- Expte S01:300874/07-", sentencia del 25/11/2010). IV.2.- Sentado ello, conviene recordar que esta Sala ha dicho que es de público y notorio que la compraventa de inmuebles construidos o en construcción se realiza en dólares estadounidenses y que el régimen legal vigente no prohíbe la contratación en dólares estadounidenses ya que, de acuerdo con lo establecido en los artículos 617 y 619 del Código Civil, el deudor de una obligación de pagar una cantidad de moneda extranjera se libera entreg ando la cantidad de esa moneda expresada en el acto constitutivo de la obligación (in rebus: "Achaval Cornejo y Cía SA c/ DNCI- DISP 11/09- Expte S01:127573/07-, sentencia del 2/9/2010; "Chacras Urbanas la Magdalena SA c/ DNCI- Disp 64/09- Expte S01:75529/07-", sentencia del del 21/9/2010, con cita de CNCiv., Sala B, in re "Blanco Villegas, Jorge Alberto c/ Etchecopar Danguin Jean Ives y otros s/ escrituración", del 29/03/07; además, Felix A. Trigo Represas "Las obligaciones en moneda extranjera, antes y después de la pesificación"; en "Obligaciones en pesos y dólares", Ed. Rubinzal - Culzoni, Buenos Aires, 2003, págs.62 a 64). En consecuencia, si en un aviso destinado a perdurar durante un determinado período de tiempo, el vendedor o intermediario estuviera sujeto a expresar en pesos el precio de un inmueble pagadero en dólares, el comprador debería calcular diariamente la cantidad de moneda nacional necesaria para adquirirlos, teniendo en cuenta las variaciones en el tipo de cambio vigente entre una moneda y la otra. Ello conspira contra el principio según el cual la publicidad debe ser clara, sin posibilidad de inducir a error, engaño o confusión a los potenciales consumidores (en tal sentido conf. art. 42 de la Constitución Nacional y Ley Nº 22.802). Por ello, si se interpretara que el deber de expresar el precio en moneda nacional establecido en el artículo 2° de la Resolución N° 7/2002 es aplicable a las compraventas u operaciones realizadas en mercados en los que es habitual el pago en moneda extranjera, tal precepto sería inconstitucional por incurrir en un evidente exceso reglamentario, ya que esa exigencia no está contenida ni en la letra ni el espíritu de la ley reglamentada (Fallos: 270:42, 246:345, consid. 8°, 310:2193, 316:2624, entre otros; esta Sala, in re "Achaval Cornejo y Cía SA c/ DNCI- DISP 11/09- Expte S01:127573/07-", sentencia del 2/9/2010). En tales condiciones, la publicidad impugnada, al expresar en dólares estadounidenses el precio a pagar por los inmuebles promocionados, no induce a error o engaño a los potenciales interesados y cumple con la normativa aplicable (conf. Ley N° 22.802 y art. 42 de la CN). En consecuencia, corresponde admitir el agravio vertido por la recurrente sobre este punto. IV.3.- Acerca del cuestionamiento realizado sobre la falta de indicación de la razón social del oferente y su domicilio en el país, conviene destacar que de la publicidad obrante a fojas 2 se desprende que fue realizada por "DIC" y que se consignaron los siguientes domicilios: "H. Quiroga 3497. Carapachay" y "Lad. Martínez 172.Martínez". En tales condiciones, se observa que la ahora recurrente no ha indicado su razón social como así tampoco su domicilio legal, maxime considerando que del poder general obrante a fojas 73/74 se desprende que su razón social es "DIC PROPIEDADES S.A" y su sede social se encuentra en la Av. Maipú Nº 3167, Olivos, Vicente López, Provincia de Buenos Aires. De este modo, en atención a que en este aspecto la apelante no ha cumplido con lo requerido en el artículo 8º de la Resolución Nº 7/2002, se rechazan los agravios expuesto al respecto. IV.4.- En cuanto a los agravios vertidos acerca de la cuantía de la sanción, debido a que se considera procedente el agravio relativo a la forma en que se exhibió el precio de los inmuebles y toda vez que se rechazan los agravios relacionados con la razón social del oferente y su domicilio en el país, corresponde remitir las actuaciones al organismo administrativo competente para que, por medio de quien corresponda, adecue el quantum de la multa de acuerdo a lo resuelto en la presente.

V.- Que por las consideraciones vertidas, corresponde hacer lugar parcialmente al recurso interpuesto por la apelante, revocar la disposición recurrida en cuanto a la forma de exhibición del precio (dólares estadounidenses) y confirmarla en lo relativo a la omisión de indicar la razón social del oferente y su domicilio en el país, debiéndose remitir las actuaciones al organismo administrativo competente para que, por medio de quien corresponda, adecue el quantum de la multa de acuerdo a lo resuelto en la presente. Las costas se imponen en el orden causado, en atención al modo en que se decide (art. 68, segundo párrafo del CPCCN).

En virtud del resultado que informa el Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: Hacer lugar parcialmente al recurso interpuesto por la apelante, revocar la disposición recurrida en cuanto a la forma de exhibición del precio (dólares estadounidenses) y confirmarla en lo relativo a la omisión de indicar la razón social del oferente y su domicilio en el país, debiéndose remitir las actuaciones al organismo administrativo competente para que, por medio de quien corresponda, adecue el quantum de la multa de acuerdo a lo resuelto en la presente. Las costas se imponen en el orden causado (art. 68, segundo párrafo del CPCCN).

Regístrese, notifíquese, y devuélvanse.

Guillermo F. Treacy

Jorge Federico Alemany

Pablo Gallegos Fedriani
